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su uso, y la Comunidad Autónoma de Andalucía deberá aban-
donarlo y dejar libre y vacuo, a disposición de dicho Excmo. 
Ayuntamiento.

No obstante, el Excmo. Ayuntamiento de Sevilla tiene 
la facultad de dejar sin efecto la concesión antes del venci-
miento, si lo justificaran circunstancias sobrevenidas de inte-
rés público, mediante resarcimiento de los daños que se cau-
saran, o sin él si no procedieran.

Octavo. El otorgamiento de la concesión demanial de 
uso gratuito se formalizará en documento administrativo en 
el plazo de treinta días a contar desde el siguiente a su acep-
tación por la Comunidad Autónoma de Andalucía, y será sufi-
ciente para su inscripción en el Registro de la Propiedad.

Noveno. En cumplimiento de lo previsto por el artículo 14 
de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, se tomará razón en el Inventario General de Bienes y 
Derechos de la Comunidad Autónoma de Andalucía de la con-
cesión demanial de uso gratuito objeto del presente Decreto, 
adscribiéndose el inmueble a la Consejería para la Igualdad y 
Bienestar Social, con destino a la construcción y puesta en 
funcionamiento de un Centro de Día de Mayores y una Unidad 
de Estancia Diurna.

Décimo. Por la Consejería de Economía y Hacienda, a tra-
vés de la Dirección General de Patrimonio, se llevarán a cabo 
los trámites necesarios para la efectividad de cuanto dispone 
el presente Decreto.

Sevilla, 10 de noviembre de 2009

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN MARTÍNEZ AGUAYO
Consejera de Economía y Hacienda 

 ACUERDO de 3 de noviembre de 2009, del Consejo 
de Gobierno, por el que se cede gratuitamente al Ayunta-
miento de Huéscar (Granada), por un plazo de 50 años, 
el Silo situado en la Carretera de Castril, s/n, de este 
municipio, para ubicación de las instalaciones de la IGP 
(Indicación Geográfica Protegida del Cordero de las Sie-
rras de Segura y la Sagra.

El Ayuntamiento de Huéscar (Granada) ha solicitado la ce-
sión del Silo de Huéscar (Granada), situado en la Carretera de 
Castril, s/n, de este municipio, para ubicación de las instala-
ciones de la IGP (Indicación Geográfica Protegida del Cordero 
de las Sierras de Segura y la Sagra).

La Consejería de Agricultura y Pesca ha prestado su con-
formidad a lo solicitado con las condiciones reflejadas en el 
presente Acuerdo.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Economía y 
Hacienda, el Consejo de Gobierno, en reunión celebrada el día 
3 de noviembre de 2009,

D I S P O N G O

Primero. Ceder gratuitamente al Ayuntamiento de Huéscar 
(Granada), de conformidad con lo dispuesto por el artículo 57
de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía, y por el artículo 12 de la 
Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades 
Locales de Andalucía, el uso del siguiente inmueble:

Silo situado en la Carretera de Castril, s/n, inscrito en el 
Registro de la Propiedad de Huéscar, a favor de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, finca núm. 3.967, al tomo 1.035, li-

bro 247, folio 133, con una superficie de dos mil seiscientos 
diecinueve metros cuadrados.

Referencia catastral: 9949008WG3894H0001RE.

Segundo. Se otorga la presente cesión por un plazo de 50 
años, para ubicación de las instalaciones de la IGP (Indicación 
Geográfica Protegida del Cordero de las Sierras de Segura y 
la Sagra).

Tercero. Si el bien cedido gratuitamente no fuera desti-
nado al uso previsto o dejara de destinarse posteriormente, se 
considerará resuelta la cesión y revertirá a la Comunidad Au-
tónoma, integrándose en su patrimonio con todas sus perte-
nencias y accesiones sin derecho a indemnización; teniendo la 
Comunidad Autónoma, además, derecho a percibir del Ayun-
tamiento, previa tasación pericial, el valor de los detrimentos o 
deterioros del mismo.

Cuarto. El Ayuntamiento se obliga a asumir los gastos ne-
cesarios para el buen uso del bien cedido, así como los de per-
sonal, el cual, una vez finalizado el plazo de cesión, no pasará 
a depender de la Junta de Andalucía.

Quinto. El Ayuntamiento se subroga, durante el plazo de 
vigencia de la cesión, en las obligaciones tributarias que la Co-
munidad Autónoma tenga respecto del inmueble cedido.

Asimismo, queda obligado a mantenerlo durante dicho 
plazo en perfecta conservación, siendo responsable de los da-
ños, detrimentos o deterioros causados.

Sexto. Queda expresamente prohibido el arrendamiento y 
la cesión del bien, sin perjuicio de permitirse la gestión directa 
o indirecta por los sistemas previstos en la legislación de Régi-
men Local aplicable.

Séptimo. Transcurrido el plazo de cesión, pasarán a pro-
piedad de la Comunidad Autónoma las pertenencias, accesio-
nes y cuantas revalorizaciones se hubieran acometido por el 
Ayuntamiento, sin derecho a compensación alguna.

Octavo. En cumplimiento de lo regulado por el artículo 14
de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, se tomará razón en el Inventario General de Bienes 
y Derechos de la Comunidad Autónoma de Andalucía de la 
cesión de uso objeto del presente Acuerdo.

Noveno. La Comunidad Autónoma de Andalucía, a través 
de la Dirección General de Patrimonio, conservará, en todo 
caso, las potestades de autotutela sobre los bienes cedidos, 
en orden al ejercicio de las prerrogativas contempladas en el 
Capítulo I del Título II de la Ley del Patrimonio de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía.

Sevilla, 3 de noviembre de 2009

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN MARTÍNEZ AGUAYO
Consejera de Economía y Hacienda 

 ACUERDO de 10 de noviembre de 2009, del Conse-
jo de Gobierno, por el que se autoriza la constitución de la 
sociedad mercantil del sector público andaluz «Sociedad 
de Gestión, Financiación e Inversión Patrimonial, S.A.»

La Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, establece en sus artículos 11 y 
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12 que las facultades que en Derecho se reconocen a los pro-
pietarios serán ejercidas por la persona que tenga la titularidad 
de los bienes o derechos, y que la Consejería de Economía y 
Hacienda, por medio de la Dirección General de Patrimonio, 
será competente para el ejercicio de las facultades que como 
titular de bienes y derechos patrimoniales corresponden a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. Conforme a dichos pre-
ceptos, el Decreto 116/2008, de 29 de abril, por el que se 
regula la estructura orgánica de la Consejería de Economía 
y Hacienda, atribuye a la citada Consejería la gestión, admi-
nistración y representación del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma. 

La estructura vigente de la Dirección General de Patri-
monio responde fundamentalmente al ejercicio de las potes-
tades administrativas, atribuidas por la Ley del Patrimonio de 
la Comunidad Autónoma de 5 de mayo de 1986. Desde la 
publicación de la Ley han transcurrido veintitrés años y, como 
resulta obvio, el contexto político, jurídico y económico en que 
se inserta esta disposición, y la misma realidad que pretende 
regular, han experimentado cambios trascendentales. En par-
ticular, la asunción de numerosas y significativas competen-
cias por la Comunidad Autónoma de Andalucía desde 1986 
y, en consecuencia, la ingente masa de bienes incorporados 
para su ejercicio al Patrimonio de la Comunidad Autónoma 
convierten en insuficiente una estructura y organización admi-
nistrativas concebidas para un modelo patrimonial limitado al 
desarrollo inicial de nuestra Administración autonómica.

La gestión de una relevante masa de bienes de titularidad 
pública de forma eficaz y eficiente, con objeto de mejorar el 
rendimiento de los mismos, por su complejidad y singularidad, 
implica la necesidad de complementar la estructura adminis-
trativa actual, con instrumentos más ágiles y especializados. 
Por ello, la articulación de la política patrimonial de la Junta 
de Andalucía exige la utilización de nuevas formas de gestión. 
La búsqueda de una actuación más eficaz en esta materia re-
quiere disponer de los instrumentos adecuados para definir los 
proyectos y canalizar los medios. Uno de estos instrumentos 
puede ser una sociedad mercantil del sector público andaluz 
de las previstas en el artículo 75 de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

El artículo 3 del Decreto del Presidente 3/2009, de 23 de 
abril, sobre reestructuración de Consejerías, establece que co-
rresponde a la Consejería de Economía y Hacienda el impulso, 
la dirección y la coordinación de los contratos de colaboración 
público-privada en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. Por ello, el Decreto 165/2009, de 19 de mayo, por 
el que se modifica el Decreto 116/2008, de 29 de abril, atri-
buye a la Secretaría General de Hacienda la competencia para 
el impulso, establecimiento de directrices y coordinación de 
los proyectos de colaboración público-privada, en sus distintas 
modalidades contractuales.

Las fórmulas de colaboración público privada (CPP) tienen 
su origen en el interés de mantener y aumentar la inversión en 
infraestructuras públicas, y en la necesidad de una financia-
ción alternativa al endeudamiento tradicional de tal manera 
que además no afecte al déficit, de acuerdo con el sistema 
de cuentas europeo (SEC95/Eurostat). Según el Libro Verde 
sobre la Colaboración Público-Privada y el Derecho Comunita-
rio en materia de Contratación Pública y Concesiones, se trata 
de formas de cooperación entre las Autoridades públicas y el 
mundo de las empresas, que procuran asegurar la realización 
de proyectos de infraestructuras o el suministro de servicios 
de utilidad pública. La cooperación se ha desarrollado en nu-
merosas materias relevantes de la esfera pública, tales como 
el transporte, la salud pública, la educación, la seguridad pú-
blica, la gestión de los residuos o la distribución del agua.

En la situación presupuestaria actual, consecuencia de 
la crisis económica, en aras de favorecer la recuperación de 
la economía y el empleo, y un crecimiento sostenible, es im-
prescindible seguir acometiendo actuaciones inversoras sobre 

todo en sectores estratégicos. Por ello, es de interés financiar 
y gestionar determinados proyectos públicos favoreciendo la 
cooperación entre la Administración, el sector empresarial y el 
de las entidades financieras.

Para desarrollar proyectos de CPP así como para aseso-
rar a la Consejería de Economía y Hacienda en esta materia, 
la opción idónea es la de una sociedad mercantil, ya que con-
lleva la autonomía, especialización, flexibilidad y capacidad de 
financiación necesarias.

En suma, con objeto de optimizar la gestión patrimonial, 
para el mejor desarrollo y ejecución de las competencias atri-
buidas a la Consejería de Economía y Hacienda por las disposi-
ciones citadas, y con la finalidad de facilitar la instrumentación 
de formulas de CPP, en el ámbito de la Comunidad Autónoma, 
que cumplan las normas y criterios SEC95 y eviten el impacto 
sobre el endeudamiento de las cuentas públicas, se considera 
adecuada la creación de una sociedad mercantil del sector pú-
blico andaluz de las previstas en la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en la Ley 
del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía y en 
la Ley de la Administración de la Junta de Andalucía.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Economía y 
Hacienda, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su 
reunión de 10 de noviembre de 2009

A C U E R D O

Primero. Autorización, denominación y configuración ju-
rídica.

1. Se autoriza la constitución de la «Sociedad de Gestión, 
Financiación e Inversión Patrimonial, S.A.» que tendrá la natu-
raleza de sociedad mercantil del sector público andaluz de las 
previstas en el artículo 75 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
de la Administración de la Junta de Andalucía y adoptará la 
forma jurídica de sociedad mercantil anónima.

2. La Sociedad estará adscrita a la Consejería competente 
en materia de Hacienda, a través de la Secretaría General de 
Hacienda.

3. La Sociedad se regirá por sus Estatutos y disposicio-
nes que le sean aplicables.

4. De conformidad con lo establecido en los artículos 52.3 
y 75.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, la Sociedad no 
podrá disponer de facultades que impliquen ejercicio de auto-
ridad, ni ejercer potestades administrativas.

Segundo. Condición de medio propio y servicio técnico de 
la entidad. 

1. La Sociedad tendrá la consideración de medio propio y 
servicio técnico de la Administración de la Junta de Andalucía 
y de sus entes instrumentales públicos y privados respecto de 
las actividades integradas en su objeto social, pudiéndosele 
conferir encomiendas conforme a la normativa de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía.

2. La Sociedad no podrá participar en licitaciones públi-
cas convocadas por los poderes adjudicadores de los que sea 
medio propio, sin perjuicio de que, cuando no concurra ningún 
licitador, pueda encargársele la ejecución de la prestación ob-
jeto de las mismas.

3. Los contratos que la Sociedad deba concertar para la 
ejecución de las actividades que integran su objeto social que-
darán sujetos a las prescripciones que resulten de aplicación 
de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público, en los términos establecidos en la misma.

Tercero. Objeto social.
1. Integrarán su objeto social las siguientes actividades:

a) Gestión y explotación, incluido su arrendamiento, de 
los bienes y derechos integrantes o susceptibles de integra-
ción en el patrimonio de la Comunidad Autónoma que se le 
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encomienden. Diseño, proyecto, asesoramiento, apoyo téc-
nico, ejecución y gestión de adquisiciones y de enajenaciones, 
de infraestructuras y bienes inmuebles y de los servicios aso-
ciados a los mismos, relacionados con la gestión del citado 
patrimonio. 

b) La realización de trabajos de reconocimiento, identifica-
ción, inventario, investigación, comprobación, depuración, emi-
sión de consultas, informes, dictámenes, certificados, valora-
ciones, tasaciones o comprobaciones de toda clase de bienes, 
muebles o inmuebles, derechos o propiedades incorporales, 
así como formulación de propuestas para mejora y optimiza-
ción de patrimonios inmobiliarios de titularidad pública.

c) Promoción, financiación y gestión de toda clase de 
infraestructuras y servicios en relación con bienes inmuebles. 
Gestión de la construcción, así como adjudicación y contra-
tación de toda clase de obras y servicios relacionados con la 
actividad inmobiliaria y con la gestión de la construcción que 
le encomienden la Administración de la Junta de Andalucía y 
sus entes instrumentales públicos y privados.

d) La realización de todo tipo de trabajos, gestiones y actua-
ciones en relación con la preparación, estudio, elaboración, desa-
rrollo, ejecución y seguimiento de proyectos de colaboración pú-
blico-privada que le encomienden la Administración de la Junta 
de Andalucía y sus entes instrumentales públicos y privados.

e) Asesoramiento y apoyo a la Consejería de Economía y 
Hacienda en el ejercicio de sus competencias sobre las ma-
terias relacionadas en los apartados anteriores y, en general, 
sobre cualquier otra materia de carácter económico-financiero 
de su ámbito competencial. 

2. La Sociedad podrá realizar en nombre y por cuenta pro-
pia las actividades relacionadas con su objeto social para otras 
Administraciones públicas y entidades públicas y privadas.

3. Para el buen fin de las funciones que tenga enco-
mendadas en cada momento, la Sociedad podrá realizar las 
actuaciones jurídicas o técnicas que, en cada caso, resulten 
adecuadas, tales como celebrar contratos o convenios, con-
tratar personal, emitir informes, elaborar estudios o proyectos, 
impartir cursos y otras tareas formativas, y cualquier otra ne-
cesaria para el ejercicio de tales funciones.

Cuarto. Capital social y participación en otras sociedades 
mercantiles.

1. La Sociedad tendrá un capital social de dos millones 
(2.000.000,00) de euros, que será suscrito por la Administra-
ción de la Junta de Andalucía en su totalidad.

2. La participación de la Administración de la Junta de 
Andalucía en el capital social de la Sociedad no podrá ser, en 
ningún momento, inferior al cincuenta y uno por ciento.

3. La Sociedad podrá participar en otras sociedades mer-
cantiles.

Quinto. Financiación.
La Sociedad se financiará mediante los recursos siguientes:

a) Los de su propio capital y las dotaciones consignadas en 
los Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así 
como cualquier otro recurso que se le atribuya o pueda recibir.

b) Los bienes y derechos que constituyan el patrimonio 
de la Sociedad, así como los productos y rentas derivados de 
la gestión de dicho patrimonio.

c) Los ingresos ordinarios o extraordinarios que se deri-
ven o sean generados por ejercitar sus actividades y prestar 
sus servicios. 

d) Las donaciones, herencias y legados y otras aportacio-
nes de entidades privadas o de particulares. 

e) Las subvenciones y aportaciones de carácter público. 
f) Las operaciones de crédito que concierte, con los lími-

tes y condiciones que establezca la normativa de la Junta de 
Andalucía para las sociedades mercantiles del sector público.

La Sociedad tenderá a financiarse mayormente con ingre-
sos de mercado.

Sexto. Organización, administración y asesoramiento ju-
rídico.

1. La Sociedad estará regida y administrada por un Consejo 
de Administración compuesto por un mínimo de diez miembros 
y un máximo de dieciséis.

En todo caso serán miembros del Consejo de Adminis-
tración:

- La persona titular de la Consejería de Economía y Ha-
cienda, que ejercerá la Presidencia.

- La persona titular de la Viceconsejería de Economía y 
Hacienda.

- La persona titular de la Secretaría General de Hacienda.
- La persona titular de la Dirección General de Patrimonio.
- La persona titular de la Dirección General de Tesorería y 

Deuda Pública.
- La persona titular de la Dirección General de Presupuestos.

La Junta General de Accionistas, a propuesta de la per-
sona titular de la Consejería de Economía y Hacienda, desig-
nará a los restantes miembros del Consejo de Administración 
que deberán tener, al menos, rango de titular de Dirección Ge-
neral, conforme a lo establecido en la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Ejercerá las funciones de la Secretaría del Consejo de 
Administración un Letrado o Letrada del Gabinete Jurídico de 
la Junta de Andalucía, designado por el Consejo de Adminis-
tración a propuesta la Jefatura del citado Gabinete, que no 
tendrá la condición de vocal. 

La persona titular de la Intervención General de la Junta 
de Andalucía, asistirá a las sesiones del Consejo con voz pero 
sin voto.

2. El asesoramiento jurídico y la representación y defensa 
en juicio de la Sociedad se encomendará a los Letrados y 
Letradas adscritos al Gabinete Jurídico de la Junta de Anda-
lucía, en los términos establecidos en el artículo 41.3 de la 
Ley 9/2007, de 22 de octubre.

Séptimo. Personal. 
El personal al servicio de la Sociedad se regirá por el De-

recho Laboral.
El nombramiento del personal no directivo irá prece-

dido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de 
la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la 
Junta de Andalucía, de convocatoria pública y de los proce-
sos correspondientes, basados en los principios de igualdad, 
mérito y capacidad. Asimismo deberá sujetarse a lo que es-
tablezca la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma 
para cada ejercicio.

Octavo. Sometimiento a control financiero permanente.
La Sociedad quedará sometida a control financiero per-

manente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 

Noveno. Aprobación del proyecto de estatutos y del plan 
inicial de actuación.

Se aprueban el proyecto de estatutos y el plan inicial de 
actuación que acompañan al presente Acuerdo.

Décimo. Desarrollo y ejecución.
Se habilita a la persona titular de la Consejería de Econo-

mía y Hacienda para otorgar la escritura de constitución de 
la Sociedad, dictar las disposiciones y realizar cuantas actua-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución del pre-
sente Acuerdo.
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Undécimo. Efectos. 
El presente Acuerdo surtirá efectos desde el día siguiente al 

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 10 de noviembre de 2009

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN MARTÍNEZ AGUAYO
Consejera de Economía y Hacienda 

 CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN

RESOLUCIÓN de 9 de noviembre de 2009, de la 
Delegación Provincial de Almería, por la que se acuerda 
la remisión del expediente administrativo requerido por 
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Tres 
de Almería en el recurso núm. 825/2009 y se notifica a 
los posibles interesados la interposición del mismo.

Por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Tres 
de Almería se ha efectuado requerimiento para que se apor-
tase el expediente administrativo correspondiente al recurso 
núm. 825/2009, interpuesto por doña M.ª Carmen Reyes Bra-
vezo contra la resolución dictada por la Delegación Provincial 
de Educación de Almería por la que se excluye a la menor, 
hija de la recurrente, de la lista de admitidos del CEIP «Pedro 
Mena» de Adra, para el curso 2009/2010 y para que se rea-
licen los emplazamientos de los posibles interesados corres-
pondientes a dicho recurso.

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por el 
órgano jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso conten-
cioso administrativo núm. 825/2009 del Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. Tres de Almería. De conformidad 
con lo previsto en el art. 48.4 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
remítase al Juzgado copia precedida de un índice de los docu-
mentos que lo integran. Emplácese a cuantos aparecen como 
interesados en el expediente, a fin de que puedan personarse 
en legal forma como demandados en el plazo de nueve días 
ante el órgano jurisdiccional.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para 
que, de conformidad con el art. 78, en relación con el 49.1 
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y lo 
ordenado por el órgano jurisdiccional, los interesados pue-
den comparecer y personarse en el plazo de nueve días 
ante el Juzgado en legal forma, mediante Abogado y Pro-
curador, o sólo con Abogado con poder al efecto, haciéndo-
les saber que, de personarse fuera del plazo indicado, se 
les tendrá por parte al efecto sin que por ello deba retro-
traerse ni interrumpirse el curso del procedimiento, y si no 
se personaren oportunamente continuará el procedimiento 
por sus trámites, sin que haya lugar a practicarles notifica-
ción alguna.

Almería, 9 de noviembre de 2009.- El Delegado, Francisco 
Maldonado Sánchez. 

 RESOLUCIÓN de 9 de noviembre de 2009, de la 
Delegación Provincial de Almería, por la que se acuerda 
la remisión del expediente administrativo requerido por 
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Tres 
de Almería en el recurso núm. 824/2009 y se notifica a 
los posibles interesados la interposición del mismo.

Por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 
Tres de Almería se ha efectuado requerimiento para que se 
aportase el expediente administrativo correspondiente al 
recurso núm. 824/2009, interpuesto por doña Esther Rodrí-
guez Heredia contra la resolución dictada por la Delegación 
Provincial de Educación de Almería, por la que se excluye a la 
menor, hija de la recurrente, de la lista de admitidos del CEIP 
«San Fernando» de Adra, para el curso 2009/2010 y para que 
se realicen los emplazamientos de los posibles interesados co-
rrespondientes a dicho recurso.

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por el 
órgano jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo núm. 824/2009, del Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. Tres de Almería. De conformidad 
con lo previsto en el art. 48.4 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
remítase al Juzgado copia precedida de un índice de los docu-
mentos que lo integran. Emplácese a cuantos aparecen como 
interesados en el expediente, a fin de que puedan personarse 
en legal forma como demandados en el plazo de nueve días 
ante el órgano jurisdiccional.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Resolu-
ción en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para que, de 
conformidad con el art. 78, en relación con el 49.1 de la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y lo ordenado 
por el órgano jurisdiccional, los interesados pueden compare-
cer y personarse en el plazo de nueve días ante el Juzgado 
en legal forma, mediante Abogado y Procurador, o sólo con 
Abogado con poder al efecto, haciéndoles saber que, de per-
sonarse fuera del plazo indicado, se les tendrá por parte al 
efecto sin que por ello deba retrotraerse ni interrumpirse el 
curso del procedimiento, y si no se personaren oportunamente 
continuará el procedimiento por sus trámites, sin que haya lu-
gar a practicarles notificación alguna.

Almería, 9 de noviembre de 2009.- El Delegado, Francisco 
Maldonado Sánchez. 

 RESOLUCIÓN de 20 de octubre de 2009, de la De-
legación Provincial de Sevilla, por la que se acuerda la 
remisión del expediente administrativo requerido por el 
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Tres de 
Sevilla en el recurso que dio lugar a la formación del 
procedimiento ordinario núm. 505/2009 y se notifica 
a las posibles personas interesadas la interposición del 
mismo.

Por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 
Tres de Sevilla se ha efectuado requerimiento para que se 
aporte el expediente administrativo correspondiente al Proce-
dimiento Ordinario núm. 505/2009, interpuesto por don Anto-
nio de la Banda Mesa, contra la Resolución de esta Delegación 
Provincial en Sevilla de la Consejería de Educación de la Junta 
de Andalucía de 23 de julio de 2009, por la que se estima par-
cialmente las reclamaciones formuladas por los interesados 


